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INFORME COMISIÓN ENGEL:                                       
SU VERDADERO CONTENIDO 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
La Presidenta de la República anunció una batería de medidas recogidas del Informe 
del Consejo Asesor contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la 
Corrupción (más conocida como Comisión Engel). Se trata de un documento 
ambicioso, que aborda una amplia gama de temáticas tales como un set de medidas 
anticorrupción en el ámbito de gobierno central y local; regulaciones frente a 
potenciales conflictos de interés; disposiciones sobre financiamiento de la política; 
regulación de mercados en materia de fiscalización y gobiernos corporativos, para 
finalmente, dictar orientaciones en materia de ética pública e integridad cívica. Sin 
embargo, los anuncios por parte del Ejecutivo excedieron el mandato estricto de la 
comisión, señalando que todo este conjunto de reformas institucionales 
desencadenarían en la apertura de un proceso constituyente.  
 
La salida vía proceso constituyente sólo tiene como explicación la posibilidad de 
descomprimir el escenario adverso por el cual atraviesa el Gobierno. Se trata de una 
medida que no tiene relación alguna con la agenda de transparencia y probidad y 
que, por lo mismo, sólo desvía el foco del elemento medular de la discusión política 
de hoy: el combate a la corrupción. Más aún, cuando se trata de un anuncio que, 

 Los anuncios por parte del Ejecutivo excedieron el mandato estricto de la Comisión, 
señalando que todo este conjunto de reformas institucionales desencadenarían en la 
apertura de un proceso constituyente. 

 

 Dentro de los puntos más destacables de la propuesta están, por un lado, la decidida opción 
por fortalecer el sistema de Alta Dirección Pública y extenderlo a los gobiernos locales, la 
conformación de un sistema integral de compras públicas, el fortalecimiento del SERVEL y la 
propuesta de estándares más exigentes en las declaraciones de patrimonios e intereses. Más 
discutibles parecen las medidas que desequilibran el sistema mixto de financiamiento de la 
actividad política hacia una fórmula preferentemente estatal, sin promover mecanismos 
concretos para el estímulo de financiamiento ciudadano.  
 

 El anuncio de apertura de un proceso constituyente es una medida que no tiene relación 
alguna con la agenda de transparencia y probidad, y que por lo mismo, sólo desvía el foco del 
elemento medular de la discusión política de hoy. 
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pese a su importancia -se trata del pacto social nada menos-, es extraordinariamente 
ambiguo, sin que exista una hoja de ruta clara, recalcar el rol central del Congreso; 
descartar explícitamente la Asamblea Constituyente, generando, con razón, críticas 
de que un anuncio tan general -el comienzo en septiembre de dialógos y cabildos que 
den inicio al proceso constituyente- aumenta, más que disminuye la incertidumbre 
que tenemos en esta materia.  
 
La misma pretensión del documento hace que algunas de sus propuestas no cuenten 
con una justificación certera y desarrollada, o bien, que algunas de sus 
recomendaciones sean excesivamente amplias y laxas. Sin desconocer también 
diagnósticos certeros en algunas áreas y medidas pertinentes dentro de los más de 
235 cursos de acción que se sugieren.  
 
Cualquier propuesta en la materia debiera propender a calibrar en un justo equilibrio 
principios tales como transparencia, probidad, participación, autonomía y 
competencia en el sistema político. Sin embargo, una visión general de la propuesta, 
como también de la selección de medidas concretas recogidas por el Ejecutivo, no 
permiten complacer a cabalidad aquella condición.  
 
ASPECTOS DESTACABLES 
 
Dentro de los puntos más destacables de la propuesta están, por un lado, la decidida 
opción por extender el sistema de Alta Dirección Pública a los gobiernos locales a 
efecto de contener el uso de plantas de personal como instrumento de activismo 
político e intervención electoral y de paso, elevar los estándares de 
profesionalización de los mismos. Por otra parte, es también una señal positiva el dar 
forma a un robusto sistema de apoyo en compras públicas con apoyo estratégico y 
aplicando un monitoreo inteligente, como también, las disposiciones que fortalecen 
el Servicio Electoral de cara a los desafíos que esta nueva agenda democrática 
impone.  
 
De manera complementaria, elevar los estándares de las declaraciones de 
patrimonio e intereses, incluyendo en éstas a los bienes del cónyuge o conviviente 
del declarante cualquiera sea el régimen patrimonial, así como de los hijos y 
personas bajo su tutela, parece una medida pro transparencia pertinente. 
Finalmente, es crucial el anuncio de fortalecimiento en la capacidades institucionales 
del Servicio Electoral, pieza medular para el efectivo cumplimiento del amplio 
abanico de propuestas sugeridas. 
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ELEMENTOS DISCUTIBLES 
 
Más discutibles parecen algunas de las alternativas anunciadas por la Presidenta en 
materia de financiamiento de la política, donde existe un clara inclinación hacia la 
hipertrofia estatal en cuanto al financiamiento de esta actividad, sin claros incentivos 
a la promoción o estímulo de financiamiento ciudadano, que es la forma más idónea 
de sustentar la acción política. En este mismo ámbito, destaca la falta de consenso 
dentro de la propia comisión respecto de áreas sensibles como el aporte de personas 
jurídicas a la actividad política, cuestión que se refleja en los votos de minoría por 
parte de algunos de sus consejeros a la propuesta de prohibirlos; y la existencia de 
dos claras visiones por parte de sus integrantes en cuanto a la eliminación o no, de 
los aportes anónimos para donaciones inferiores a 20 UFi.  
 
Con las medidas recogidas por el Ejecutivo, la regulación chilena sobre 
financiamiento de la política quedará fuera del estándar de las democracias 
consolidadas de la OCDE. Esto, porque como hemos señalado anteriormente, el 65% 
de los países OCDE permite el aporte de personas jurídicas y sólo el 27% del conjunto 
de democracias OCDE no posee alguna fórmula de contribuciones anónimas tanto a 
partidos como candidatosii.  
 
Lo anterior no resulta trivial, por cuanto, al no existir aportes de personas jurídicas, 
tampoco aportes reservados y eliminarse los aportes anónimos por debajo de un 
tope de 20 UF, en la práctica, se asfixiará y deprimirá la dimensión ya no sólo privada 
del sistema de financiamiento sino que también su dimensión ciudadana. Al 
transparentarse siempre la identidad de los aportantes, un número importante de 
éstos reprimirá su disposición a donariii, desbalanceando la fórmula mixta hacia una 
preferentemente estatal. Con todos los riesgos de captura, esta vez por parte del 
Estado, de los partidos políticos y la falta de vasos comunicantes de los mismos con la 
ciudadanía. En otras palabras, se erosiona la responsividad del sistema político 
respecto de éstos, lesionándose el concepto mismo de representación.  
 
Del mismo modo, el catálogo de propuestas para el financiamiento político 
desconoce las necesidades de mayor competencia que debieran promoverse en la 
relación que se genera entre un candidato incumbente (que busca la reelección) y el 
desafiante. Al respecto, no hay sugerencias más ambiciosas y concretas que permitan 
equilibrar aquella relación. 
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Es también discutible que los planes de formación cívica sean incorporados por las 
bases curriculares desde el Ministerio de Educación. Sin desconocer la necesidad de 
planes de formación ciudadana, pareciera más pertinente que el diseño de estos 
programas recaiga en un órgano autónomo y transversal que no sea dependiente del 
gobierno de turno, a efecto de asegurar imparcialidad en sus contenidos.  
 
Otra materia que será controversial es aquella que establece la inhabilidad para que 
parientes hasta segundo grado de consanguineidad puedan postularse a cargos de 
representación popular en la misma unidad electoral. Esta podría ser una regulación 
en extremo intensa, considerando que de manera paralela se sugieren disposiciones 
orientadas al límite de la reelección, en principio, para el ámbito municipal.  
 
En la misma línea, respecto del regimen de sanciones, parece excesivo que frente a 
un falta de la ley electoral -distinto es el caso de un delito- un alcalde no pueda ser 
electo en ningún cargo de elección popular por al menos diez años.  
 
Por último, la medida que establece que toda autoridad con facultades normativas y 
fiscalizadoras, además de ministros y subsecretarios, no puedan emplearse, proveer 
servicios ni mantener vínculos comerciales con organizaciones relacionadas con su 
función previa parece bien en su espíritu, pero de no definirse de manera más 
acotada y precisa, podría derivar en una disposición excesiva frente a autoridades 
que por sus responsabilidades abarcan un campo de acción en su función que es 
excesivamente amplio, es el caso, por ejemplo, del Ministerio del Interior, Ministerio 
del Trabajo, etc.  
 
CONCLUSIONES 
 
Tanto de la lectura del discurso presidencial como del informe se desprende un tono 
-a ratos- pesimista que pareciera estructurarse más bien desde la desconfianza. Lo 
anterior devela una pretensión que adquiere ribetes moralizantes en algunas de sus 
recomendaciones. Lo anterior encuentra su fundamento en que hay un supuesto 
peligroso de que existen prácticas de corrupción más bien generalizadas, cuestión 
discutible, atendiendo a la realidad global de los hechos y no sólo a percepciones 
contingentes.  
 
Sin desconocer los elementos negativos de la propuesta, también es pertinente 
señalar que ésta respresenta una oportunidad para los actores políticos de renovar 
un compromiso de confianza con la ciudadanía. Sin embargo, esta oportunidad 
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también se ve de algún modo distorsionada cuando el debate sobre la transparencia 
y la probidad se ve nublado por la apertura de un proceso constituyente. 
 

                                                           
i
 Al respecto el Informe documenta un voto de minoría en materia de prohibición de aportes de personas 
jurídicas de los consejeros Lucas Sierra, Olga Feliú, Vittorio Corbo y Rosanna Costa. Del mismo modo, 8 
consejeros, entre ellos, Eduardo Engel, propusieron conservar el sistema de aportes anónimos para 
donaciones inferiores a 20 UF.  
ii
 Al respecto, ver: OCDE (2014). Financing Democracy. Supporting Better Public Policies and Preventing 

Policy Capture. 
iii
 Al respecto, ver: La Raja, R. (2014). “Political Participation and Civic Courage: The Negative Effect of 

Transparency on Making Small Campaign Contributions”. En Political Behavior. Vol. 36, N° 4, pp. 753-776. 


